
I. Disposiciones generales

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
29175 ACUERDO de 30 de noviembre de 1988, del Pleno del 

Tribunal Constitucional, por el que se modifican los artícu­
los 66 y 91 del Reglamento de Organización y Personal, 
aprobado por Acuerdo de 15 de enero de 1981.

El Pleno del Tribunal Constitucional, en sesión celebrada el día 30 
de noviembre de 1988, ha adoptado el siguiente Auerdo:

Modificar la redacción de los artículos 66 y 91 del Reglamento de 
Organización y Personal, aprobado por Acuerdo de 15 de enero de 1981, 
cuyo texto será, respectivamente, el siguiente:

«Artículo 66: Los Letrados, cuando cesen en el servicio activo, 
causarán para sí o para sus familiares las pensiones que se determinen 
en la legislación de clases pasivas del Estado. El haber regulador 
aplicable para la determinación de dichas pensiones se establecerá en la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado para cada ejercicio econó­
mico.»

«Artículo 91: Los funcionarios adscritos al Tribunal Constitucional 
percibirán las remuneraciones que por razón de su carácter de Secreta­
rios, Oficiales, Auxiliares y Agentes les correspondan. Tendrán derecho, 
además, a un complemento por especial dedicación e incompatibilidad, 
en la cuantía establecida en el Presupuesto del Tribunal.»

Madrid, 5 de diciembre de 1988.—El Presidente del Tribunal, 
Francisco Tomás y Valiente.

MINISTERIO DE JUSTICIA
29176 REAL DECRETO 1526/1988, de 16 de diciembre, por el 

que se modifica el Título XII del Reglamento Hipotecario 
sobre responsabilidad disciplinaria de los Registradores de 
la Propiedad.

La responsabilidad disciplinaria de los Registradores de la Propiedad 
se halla contenida en el Título XII del Reglamento Hipotecario, 
aprobado por Decreto de 14 de febrero de 1947, que se extiende, 
incluso, a algunos aspectos de su responsabilidad penal y civil. La fecha 
de redacción de los preceptos correspondientes (artículos 563 a 584 
inclusive) constituye ya un indicio claro de la necesidad de poner al día 
ese régimen disciplinario, para adecuar sus normas, sobre todo, a los 
principios constitucionales y, en general, a los criterios actuales del 
Derecho administrativo en esta materia.

La nueva regulación prescinde de la posible responsabilidad penal y 
civil de los Registradores, cuya ordenación corresponde a normas de 
rango legal, y ha tenido muy en cuenta la aplicación de los principios 
superiores contenidos en la Constitución, como los de seguridad 
jurídica, jerarquía normativa, presunción de inocencia y supresión de 
los Tribunales de Honor. Sobre estas bases se han tipificado rigurosa­
mente las faltas y las sanciones, se han determinado con claridad los 
órganos competentes y se ha regulado con especial detalle y minuciosi­
dad el procedimiento sancionador. Por la similitud de contenido y por 
su actualidad, se han tenido en cuenta en la elaboración de esta 
disposición, el Reglamento de Régimen Disciplinario de los Funciona­
rios de la Administración del Estado, aprobado por Real Decreto 
33/1986, de 10 de enero, y la regulación de la responsabilidad de Jueces 
y Magistrados que contiene la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 16 de diciembre de 1988,

DISPONGO:

Artículo único. El Título XII del Reglamento Hipotecario, apro­
bado por el Decreto de 14 de febrero de 1947, y que bajo la rúbrica «De 
la responsabilidad disciplinaria de los Registradores» comprende los

artículos 563 a 584 inclusive de aquél, quedará en lo sucesivo redactado 
del modo siguiente:

Art. 563. Los Registradores de la Propiedad estarán sujetos a 
responsabilidad disciplinaria, conforme a lo establecido en la Ley 
Hipotecaria, en este Reglamento, y supletoriamente, en el régimen 
general de la función pública.

Dicha responsabilidad sólo podrá ser exigida en el procedimiento 
regulado en este Título.

Art. 564. Las faltas cometidas por los Registradores en el ejercicio 
de su cargo podrán ser muy graves, graves y leves.

Las faltas muy graves prescribirán a los cinco años, las graves al año 
y las leves a los dos meses.

El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la falta se 
hubiere cometido, o desde la conclusión de la causa penal, cuando el 
hecho que la motivare pudiere ser objeto de sanción disciplinaria.

La prescripción se interrumpirá por la iniciación del expediente 
disciplinario o de la información reservada notificada al interesado, 
volviendo a correr el plazo si el expediente permanece paralizado 
durante más de seis meses por causa no imputable al Registrador sujeto 
al mismo.

Art. 565. Son faltas muy graves:
1.a El abandono del servicio.
2.a La inasistencia injustificada y continuada a la oficina registral, 

durante más de diez días.
3.a La percepción de derechos arancelarios sobre valores distintos 

a los legalmente establecidos, cuando haya intervenido dolo o culpa 
grave.

4.a La infracción de las incompatibilidades establecidas en la 
legislación general de funcionarios.

5.a Los enfrentamientos graves y reiterados, por causas imputables 
al Registrador, con las autoridades del distrito hipotecario.

6. El incumplimiento reiterado de los deberes reglamentarios, con 
grave menoscabo para la función.

7.a La comisión de una falta grave, cuando hubiere sido anterior­
mente sancionado por otras dos faltas graves o muy graves dentro del 
periodo de un año.

Art. 566. Son faltas graves:
1.a La desobediencia a los superiores jerárquicos.
2.a La falta de respeto a los superiores jerárquicos, en su presencia, 

en escrito que se les dirija o con publicidad.
3.a La grave desconsideración en el desempeño de la función con 

los compañeros, con los empleados o con el público.
4.a La inasistencia injustificada y continuada a la oficina registral 

durante más de tres días.
5. a El incumplimiento reiterado de la obligación de atención al 

público en las horas determinadas.
6. a El incumplimiento grave y reiterado de las obligaciones que 

incumben al Registrador, cuando ello no constituya falta muy grave.
7. a La percepción indebida de honorarios que no constituye falta 

muy grave.

Art. 567. Son faltas leves, siempre que no constituyan faltas graves 
o muy graves:

1.a La falta injustificada de asistencia a la oficina registral.
2.a El incumplimiento injustificado del horario al público.
3.a La incorrección con los superiores, compañeros, empleados o 

con el público.
4.a El incumplimiento o morosidad de los deberes oficiales con el 

servicio mutualista.
Art. 568. Por razón de las faltas tipificadas en este Reglamento 

podrán imponerse las siguientes sanciones:
a) Apercibimiento.
b) Multa de hasta 250.000 pesetas.
c) Suspensión del derecho de licencia por vacaciones durante un 

plazo máximo de diez meses.
d) Suspensión del derecho de traslado voluntario durante un plazo 

máximo de tres años.
e) Suspensión en el ejercicio de funciones hasta un máximo de 

cinco años.
f) Postergación, si es posible, de 125 puestos en el escalafón y por 

un período mínimo de tres años y máximo de seis.
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g) Traslación forzosa.
h) Separación.
No se considerarán sanciones disciplinarias los apercibimientos y 

advertencias formulados por la Autoridad que resuelva recursos guber­
nativos contra las calificaciones de los Registradores.

Art. 569. Las faltas leves sólo podrán sancionarse con apercibi­
miento y multa; las graves, con suspensión del derecho de licencia, del 
derecho de traslado voluntario y con suspensión del ejercicio de 
funciones hasta un año, y las muy graves con postergación, traslación 
forzosa, suspensión en el ejercicio de funciones hasta cinco años y 
separación.

Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los 
cuatro años; las impuestas por faltas graves, a los dos años, y las 
impuestas por faltas leves, a los cuatro meses.

El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la Resolución por la que se impone la 
sanción, o desde que se quebrantase el cumplimiento de la sanción, si 
hubiere comenzado.

Art. 570. Son órganos competentes para la imposición de las 
sanciones disciplinarias:

1. El Ministro de Justicia, para la imposición de las sanciones de 
postergación en la carrera, suspensión de funciones superior a un año, 
traslación forzosa y separación.

2. La Dirección General de los Registros y del Notariado, para la 
imposición del resto de las sanciones enumeradas en el artículo 568.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 289 de la Ley 
Hipotecaria, la separación y traslación forzosa de un Registrador irán 
precedidas del dictamen del Consejo de Estado.

Corresponderá la Resolución al Consejo de Ministros cuando, en los 
supuestos del apartado anterior, el Ministro de Justicia disienta del 
parecer del Consejo de Estado.

Art. 571. No se podrán imponer sanciones por faltas graves o muy 
graves sino en virtud de expediente instruido al efecto, con arreglo al 
procedimiento regulado en este Reglamento.

Para la imposición de sanciones por faltas leves, no será preceptiva 
la preveia instrucción del expediente referido, salvo el trámite de 
audiencia al inculpado, que deberá evacuarse en todo caso.

Art. 572. El procedimiento se iniciará siempre por acuerdo de la 
Dirección General de los Registro y del Notariado, bien por propia 
iniciativa, bien como consecuencia de orden superior.

La Junta de Gobierno del Colegio de Registradores está obligada a 
poner en conocimiento inmediato de la Dirección General todos los 
hechos constitutivos de infracciones disciplinarias de que tuviere 
conocimiento.

La Dirección General podrá acordar previamente la realización de 
una información reservada.

Art. 573. En el acuerdo de incoación del procedimiento se nombra­
rá Instructor, y cuando la complejidad o trascendencia de los hechos a 
investigar lo exijan, también Secretario.

Uno y otro nombramientos habrán de recaer en Letrados del Estado 
adscritos a la Dirección General de los Registros, o en Registradores de 
la Propiedad.

Si el nombramiento de Instructor recayere en Registrador de la 
Propiedad, éste habrá de ser de mayor antigüedad que el sometido a 
expediente.

La incoación del expediente, con el nombramiento del Instructor y 
Secretario, se notificará al Registrador afectado así como a los designa­
dos para ostentar dichos cargos.

De iniciarse el procedimiento en virtud de denuncia, el acuerdo 
deberá también comunicarse al firmante de la misma.

Art. 574. La Dirección General podrá adoptar las medidas provi­
sionales que estime oportunas para asegurar el correcto funcionamiento 
del Registro correspondiente.

La suspensión provisional de funciones sólo podrá acordarse cuando 
aparezcan indicios racionales de la comisión de una falta muy grave y 
lo reclame la conveniencia del servicio. Su duración no podrá exceder 
de seis meses, salvo caso de paralización del expediente por causa 
imputable al expedientado.

La Dirección General podrá disponer la suspensión provisional de 
los Registradores sometidos a procesamiento cuando lo impongan las 
necesidades del servicio. La suspensión podrá prolongarse durante todo 
el procesamiento.

La suspensión provisional dará lugar al nombramiento de Registra­
dor interino, percibiendo el suspenso el 50 por 100 de los honorarios 
regístrales.

Art. 575. Serán de aplicación al Instructor y al Secretario las 
normas relativas a la abstención y recusación establecidas en la 
legislación general administrativa.

La abstención será aducida por el nombrado en cuanto conozca la 
causa que la motiva.

La recusación podrá ejercitarse desde el momento en que el sujeto a 
expediente tenga conocimiento de quienes sean el Instructor y el 
Secretario.

La abstención y la recusación se plantearán ante la Dirección 
General, que, previos los informes y comprobaciones oportunas, resol­
verá en el término de tres días.

Contra la Resolución no cabe recurso alguno, sin perjuicio de alegar 
la causa de recusación al formalizar la pertinente impugnación contra el 
acto que concluya el procedimiento.

Art. 576. El Instructor ordenará la práctica de cuantas diligencias 
sean adecuadas para la determinación y comprobación de los hechos y, 
en particular, de cuantas pruebas puedan conducir a su esclarecimiento 
y a la determinación de las responsabilidades susceptibles de sanción.

En todo caso y como primeras actuaciones, solicitará la ratificación 
del denunciante, en el supuesto de no haberla efectuado ante el órgano 
que ordenó la incoación del expediente, recibirá declaración, verbal o 
escrita al inculpado, y realizará cuantas diligencias se deduzcan de la 
comunciación o denuncia que motiva el expediente y de lo que el 
interesado hubiere alegado en su declaración.

Será preceptivo en todo expediente el informe de la Junta de 
Gobierno del Colegio Nacional de Registradores.

Art. 577. A la vista de las actuaciones practicadas y en el plazo no 
superior a un mes. que podrá ser ampliado por el propio Instructor en 
Resolución motivada cuando las circunstancias así lo exijan, contado a 
partir de la incoación del procedimiento, dicho Instructor formulará el 
correspondiente pliego de cargos, comprendiendo en el mismo los 
hechos imputados con expresión, en su caso, de la falta presuntamente 
cometida y de las sanciones que pueden ser de aplicación.

El pliego de cargos deberá redactarse de un modo claro y preciso en 
párrafos separados y numerados por cada uno de los hechos constituti­
vos de faltas e imputados al Registrador y en el mismo se deberá 
proponer, a la vista del resultado de las actuaciones practicadas, el 
mantenimiento o levantamiento de las medidas provisionales que, en su 
caso, se hubieran adoptado.

El pliego de cargos se notificará al inculpado para que pueda 
contestarlo en diez días con las alegaciones que considere conveniente 
a su defensa y con la aportación de cuantos documentos estime de 
interés, pudiendo en este trámite solicitar, si lo estima conveniente, la 
práctica de las pruebas que crea necesarias.

Art. 578. Contestado el pliego, o transcurrido el plazo concedido 
para efectuarlo, el Instructor podrá acordar la práctica de las pruebas 
solicitadas que juzgue oportunas así como la de todas aquellas que 
considere pertinentes, para cuya práctica se dispondrá del plazo de un 
mes.

Si denegare la admisión y práctica de determinadas pruebas, tal 
denegación deberá ser motivada, sin que contra esta Resolución quepa 
recurso alguno.

Los hechos relevantes para la decisión del procedimiento podrán 
acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en derecho.

Para la práctica de las pruebas propuestas así como para las de oficio 
que se acuerden, cuando se estime oportuno, se notificará al Registrador 
expedientado el lugar, fecha y hora en que deberán realizarse, debiendo 
incorporarse al expediente la constanciaa de la recepción de la notifica­
ción.

La intervención del Instructor en todas y cada una de las pruebas 
practicadas es esencial, sin que pueda ser suplida por la del Secretario, 
sin perjuicio de que el Instructor pueda interesar la práctica de otras 
diligencias de cualquier Entidad u Organismo.

Art. 579. Cumplimentadas las diligencias referidas se dará vista del 
expediente al inculpado con carácter inmediato para que en el plazo de 
diez días alegue lo que estime pertinente a su defensa y aporte cuantos 
documentos considere de interés, facilitándola, cuando lo pida, copia 
completa del expediente.

Art. 580. El Instructor formulará dentro de los diez días siguientes 
la propuesta de Resolución en la que se fijarán los hechos, motivando, 
en su caso, la denegación de las pruebas propuestas por el inculpado, y 
hará la valoración jurídica de los mismos para determinar la falta que 
se estime cometida y la responsabilidad del funcionario, así como la 
sanción a imponer, en el supuesto que así proceda.

La propuesta de Resolución se notificará por el Instructor al 
interesado para que, en el plazo de diez días, pueda alegar ante el mismo 
cuanto considere conveniente en su defensa.

El órgano competente para dictar la Resolución no queda vinculado 
por la propuesta del Instructor.

Art. 581. Oído el inculpado o transcurrido el plazo sin alegación 
alguna, se remitirá con carácter inmediato el expediente completo a la 
Dirección General, que procederá a dictar la Resolución que corres­
ponda, elevar el expediente, con su propuesta, al Ministro de Justicia o, 
en su caso, ordenar al Instructor la práctica de las diligencias que 
considere necesarias.

En el supuesto de que se devuelva el expediente para la práctica de 
diligencias, se llevarán a efecto por el Instructor y antes de remitir de 
nuevo el expediente, dará vista de lo actuado al Registrador inculpado 
para que en el plazo de diez días alegue cuanto estime pertinente.

Cuando el procedimiento sancionador se prolongue por más de seis 
meses, el Instructor deberá dar cuenta a la Dirección General, mensual­
mente, del estado de la tramitación del expediente y de las circunstan­
cias que justifiquen su prolongación.



Art. 582. La Resolución final, que decidirá todas las cuestiones 
planteadas en el expediente, deberá adoptarse en el plazo de treinta días, 
contados desde que se hubieren unido a aquél los documentos y 
actuaciones precisas para fundar la decisión.

La Resolución habrá de ser motivada y en ella no se podrán aceptar 
hechos distintos de los que sirvieron de base al pliego de cargos y a la 
propuesta de Resolución, sin perjuicio de su distinta valoración jurídica.

Deberá determinarse con toda precisión la falta que se estime 
cometida, señalando los preceptos en que aparezca recogida la clase de 
falta, el Registrador responsable y la sanción que se impone, haciendo 
expresa declaración en orden a las medidas provisionales adoptadas 
durante la tramitación del procedimiento.

Si la Resolución estimare la inexistencia de falta o la de responsabili­
dad para el inculpado hará la declaraciones pertinentes en orden a las 
medidas provisionales.

La Resolución deberá ser notificada al inculpado, con expresión de 
los recursos que quepan contra la misma, el órgano ante al que han de 
presentarse y plazos para interponerlos.

Si el procedimiento se inició como consecuencia de denuncia, la 
Resolución deberá ser notificada al firmante de la misma.

Art. 583. Las sanciones se ejecutarán según los términos de la 
Resolución en que se impongan, y en el plazo máximo de dos meses, 
salvo que, por causas justificadas se establezca otro distinto.

El órgano competente para resolver podrá acordar de oficio o a 
instancia del interesado, la suspensión temporal de la ejecución de la 
sanción por tiempo inferior al de su prescripción, siempre que mediare 
causa fundada para ello.

La sanción de traslación forzosa se llevará a efecto comunicando al 
Registrador su cese inmediato en el Registro que se hallare sirviendo. El 
Registrador podrá concursar por una sola vez, en los tres años siguiente 
al comienzo de la ejecución de la sanción, siendo considerado en dicho 
concurso postergado en no menos de 125 puestos del escalafón.

La sanción de suspensión de funciones se ejecutará notificando su 
cese al Registrador sancionado y designando al mismo tiempo al 
Registrador que haya de desempeñar el Registro durante el tiempo de la 
suspensión, con arreglo al régimen de interinidades.

El Registrador separado causará baja en el escalafón y perderá todos 
los derechos, excepto, los mutualistas y los de jubilación o pensión, en 
los casos en que legalmente deba conservarlos.

Art. 584. Las sanciones disciplinarias que se impongan a los 
Registradores se anotarán en su expediente personal, con indicación de 
las faltas que las motivaron.

Transcurridos uno, tres o cinco años desde el cumplimiento de la 
sanción, según se trate de faltas leves o graves o muy graves no 
sancionadas con la separación, quedarán canceladas dichas anotaciones, 
salvo que en el indicado tiempo el interesado hubiere dado lugar a 
nuevo procedimiento que termine con la imposición de la sanción.

La cancelación borrará al antecedente a todos los efectos.

DISPOSICION TRANSITORIA

Los expedientes disciplinarios que se encuentren en tramitación en 
el momento de la entrada en vigor de este Real Decreto se regirán por 
la normativa anterior, salvo que sean más favorables para el inculpado 
las disposiciones del nuevo régimen.

Dado en Madrid a 16 de diciembre de 1988.
El Ministro de Justicia, JUAN CARLOS R.

ENRIQUE MUGICA HERZOG

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

29177 CORRECCION de errores de la Orden de 19 de diciembre 
de 1988 sobre inversiones españolas en el exterior.

Advertidos errores en el texto remitido para su publicación de la 
Orden de 19 de diciembre de 1988 sobre inversiones españolas en el 
exterior, inserta en el «Boletín Oficial del Estado» número 306, de 22 de 
diciembre de 1988, se transcriben las oportunas rectificaciones:

Capítulo V, art. 22.1, donde dice: «Se autorizan con carácter general, 
sin necesidad de verificación administrativa previa:

a) La adquisición de títulos e instrumentos del mercado monetario 
siempre que reúnan las características señaladas en el artículo 12. Su 
régimen será el previsto para las inversiones de cartera.

b) La compra o venta en el extranjero de futuros, tanto financiaros 
como de mercancías, y la compra o venta en el extranjero de opciones

sobre valores, futuros y otros activos cuya adquisición esté liberalizada, 
siempre que dichas operaciones se efectúen a través de Bolsa o mercado 
organizado.

Será aplicable a estas transacciones el régimen de depósito e 
información previsto en los artículos 14 y 17.

c) La adquisición de certificados representativos de metales precio­
sos, siempre que reúnan la característica señalada en el inciso b) del 
artículo 12. Su régimen será el previsto para las de cartera».

Debe decir: Art. 22.1. «Se autorizan con carácter general, sin 
necesidad de verificación administrativa previa:

a) La compra o venta en el extranjero de futuros, tanto financieros 
como de mercancías, y la compra o venta en el extranjero de opciones 
sobre valores, futuros u otros activos cuya adquisición esté liberalizada, 
siempre que dichas operaciones se efectúen a través de Bolsa o mercado 
organizado.

Será aplicable a estas transacciones el régimen de depósito e 
información previsto en los artículos 14 y 17.

b) La adquisición de certificados representativos de metales precio­
sos, seimpre que reúnan la característica señalada en el inciso b) del 
artículo 12. Su régimen será el previsto para las de cartera.»

MINISTERIO
DE AGRICULTURA, PESCA 

Y ALIMENTACION

29178 ORDEN de 21 de diciembre de 1988 por la que se fija para 
el año 1988 la renta de referencia prevista en el Real 
Decreto 808/1987, de 19 de junio, sobre el establecimiento 
de un sistema de ayudas para la mejora de la eficacia de 
las estructuras agrarias.

La Orden de 18 de diciembre de 1987 en desarrollo del Real Decreto 
808/1987, el cual supone la aplicación a España del Reglamento (CEE) 
797/85, del Consejo, fijó para el año 1987 la renta de referencia prevista 
en ambas disposiciones en la cuantía de 1.500.000 pesetas.

Para su actualización y de acuerdo con lo establecido en el apar­
tado 4, artículo 2.°, del Real Decreto 808/1987, se han utilizado los 
datos indicadores de salarios publicados por el Instituto Nacional de 
Estadística.

En consecuencia, cumplido el trámite previsto en el artículo 24 del 
Reglamento (CEE) 797/85,

Este Ministerio ha dispuesto:
Artículo único.—La renta de referencia establecida en el artículo 2.°, 

apartado 4, del Real Decreto 808/1987, de 19 de junio, queda fijada 
para el año 1988 en la cuantía de 1.600.000 pesetas.

Lo que comunico a VV. II. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 22 de diciembre de 1988.

ROMERO HERRERA
Ilmos. Sres. Subsecretario, Secretario general técnico, Directores genera­

les y Presidentes y Directores de Organismos autónomos.

MINISTERIO DE RELACIONES 
CON LAS CORTES 

Y DE LA
SECRETARIA DEL GOBIERNO

29179 REAL DECRETO 1527/1988, de 11 de noviembre, por el 
que se reestructura la Secretaría de Estado para la Coopera­
ción Internacional y para Iberoamérica, con refundición de 
los Organismos autónomos adscritos a la misma.

El Real Decreto 1485/1985, de 28 de agosto, crea la Secretaría de 
Estado para la Cooperación Internacional y para Iberoamérica, y pone 
bajo su dependencia los Centros directivos y Organismos autónomos


